
2. En la isla de Lanzarote, en la descripción del
L-2. Parque Natural del Archipiélago Chinijo, se aña-
de un apartado 4, nuevo, con el siguiente conteni-
do:

“4. En la localidad de la Caleta del Sebo, en la
isla de La Graciosa, el uso residencial permitido se-
rá compatible, con carácter excepcional, con el uso
alojativo turístico, en los términos y condiciones que
se establezcan en el Plan Rector de Uso y Gestión
que, en cualquier caso, deberá garantizar el carác-
ter propio de núcleo marinero y quedar circunscri-
to a las viviendas existentes a la entrada en vigor
de la presente Ley y a la acreditación por sus titu-
lares de la residencia permanente en el mismo lu-
gar.”

3. En la isla de Lanzarote, en la descripción de
L-3. Parque Natural de los Volcanes, se añade un
apartado 3, nuevo, con el siguiente contenido:

“3. La localidad de El Golfo y el ámbito del nú-
cleo urbano de Yaiza afectado por la delimitación
de este parque natural se considerarán compatibles
con el Parque con carácter excepcional.”

4. En la isla de Fuerteventura, en la descripción
del F-3. Parque natural de Jandía, se modifica el apar-
tado 3, que queda como sigue:

“3. La localidad de Puerto de la Cruz y el asen-
tamiento rural preexistente de Cofete se considera-
rán compatibles con el Parque con carácter excep-
cional.”

DISPOSICIÓN TRANSITORIA

Única.- No será obligatoria la previsión esta-
blecida en el artículo 7.1, para los Planes Genera-
les de Ordenación que encontrándose en redacción,
y aprobados inicialmente, su aprobación provisio-
nal se lleve a cabo en el plazo máximo de un año,
a contar desde la entrada en vigor de la presente ley.

DISPOSICIONES DEROGATORIAS

Primera.- Quedan derogadas las disposiciones del
mismo o inferior rango, en todo lo que se opongan
o resulten incompatibles con lo establecido en la pre-
sente ley, y en particular las del Decreto 55/2006,
de 9 de mayo, por el que se aprueba el Reglamen-
to de Procedimiento de los instrumentos de orde-
nación del sistema de planeamiento de Canarias, que
se opongan a la misma.

Segunda.- Quedan derogados los artículos 2.1.g),
el artículo 32.1, apartados e) y h), 51.1.e) y 76.13
de la Ley 7/1995, de 6 de abril, de Ordenación del
Turismo de Canarias.

Tercera.- Queda derogado el Decreto 35/1995,
de 24 de febrero, por el que se aprueba el Reglamento
de contenido ambiental de los instrumentos de pla-
neamiento.

Cuarta.- Quedan derogados los apartados 3, 4,
5 y 6 de la disposición transitoria primera de la Ley
19/2003, de 14 de abril, así como el apartado 4 de
la disposición transitoria tercera de la misma Ley.

DISPOSICIÓN FINAL

Única.- 1. Se faculta al Gobierno de Canarias pa-
ra proceder al desarrollo reglamentario para la apli-
cación de la presente ley.

2. La presente ley entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Boletín Oficial
de Canarias.

Por tanto, mando a los ciudadanos y a las auto-
ridades que la cumplan y la hagan cumplir.

Santa Cruz de Tenerife, a 6 de mayo de 2009.

EL PRESIDENTE,
Paulino Rivero Baute.

704 LEY 7/2009, de 6 de mayo, de modificación del
Texto Refundido de las Leyes de Ordenación
del Territorio de Canarias y de Espacios Na-
turales de Canarias sobre declaración y or-
denación de áreas urbanas en el litoral canario.

Sea notorio a todos los ciudadanos que el Parla-
mento de Canarias ha aprobado y yo, en nombre del
Rey y de acuerdo con lo que establece el artículo
12.8 del Estatuto de Autonomía, promulgo y orde-
no la publicación de la Ley 7/2009, de 6 de mayo,
de modificación del Texto Refundido de las Leyes
de Ordenación del Territorio de Canarias y de Es-
pacios Naturales de Canarias sobre declaración y or-
denación de áreas urbanas en el litoral canario.

I

La disposición transitoria 3ª.3 de la Ley 22/1988,
de 28 de julio, de Costas, se expresa en los si-
guientes términos -según la modificación operada
por la Ley 53/2002, de 30 de diciembre, de Medi-
das Fiscales, Administrativas y del Orden Social-:
“Los terrenos clasificados como suelo urbano a la
entrada en vigor de la presente Ley estarán sujetos
a las servidumbres establecidas en ella, con la sal-
vedad de que la anchura de la servidumbre de pro-
tección será de 20 metros. No obstante, se respeta-
rán los usos y construcciones existentes, así como
las autorizaciones ya otorgadas, en los términos
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previstos en la disposición transitoria cuarta. Asi-
mismo, se podrán autorizar nuevos usos y cons-
trucciones de conformidad con los planes de orde-
nación en vigor, siempre que se garantice la efectividad
de la servidumbre y no se perjudique el dominio pú-
blico marítimo-terrestre. El señalamiento de aline-
aciones y rasantes, la adaptación o reajuste de los
existentes, la ordenación de los volúmenes y el de-
sarrollo de la red viaria se llevará a cabo mediante
Estudios de Detalle y otros instrumentos urbanísti-
cos adecuados, que deberán respetar las disposi-
ciones de esta Ley y las determinaciones de las nor-
mas que se aprueban con arreglo a la misma.

Para la autorización de nuevos usos y construc-
ciones, de acuerdo con los instrumentos de ordenación,
se aplicarán las siguientes reglas:

1. Cuando se trate de usos y construcciones no
prohibidas en el artículo 25 de la Ley y reúnan los
requisitos establecidos en el apartado 2 del mismo,
se estará al régimen general en ella establecido y a
las determinaciones del planeamiento urbanístico.

2. Cuando se trate de edificaciones destinadas a
residencia o habitación, o de aquellas otras que,
por no cumplir las condiciones establecidas en el ar-
tículo 25.2 de la Ley, no puedan ser autorizadas
con carácter ordinario, sólo podrán otorgarse auto-
rizaciones de forma excepcional, previa aproba-
ción del Plan General de Ordenación, Normas Sub-
sidiarias u otro instrumento urbanístico específico,
en los que se contenga una justificación expresa del
cumplimiento de todos y cada uno de los siguien-
tes requisitos indispensables para el citado otorga-
miento:

a) Que con las edificaciones propuestas se logre
la homogeneización urbanística del tramo de fa-
chada marítima al que pertenezcan.

b) Que exista un conjunto de edificaciones, si-
tuadas a distancia inferior a 20 metros desde el lí-
mite interior de la ribera del mar, que mantenga la
alineación preestablecida por el planeamiento ur-
banístico.

c) Que en la ordenación urbanística de la zona
se den las condiciones precisas de tolerancia de las
edificaciones que se pretendan llevar a cabo.

d) Que se trate de edificación cerrada, de forma
que, tanto las edificaciones existentes como las que
puedan ser objeto de autorización, queden adosa-
das lateralmente a las contiguas.

e) Que la alineación de los nuevos edificios se
ajuste a la de los existentes.

f) Que la longitud de las fachadas de los solares,
edificados o no, sobre los que se deba actuar para

el logro de la pretendida homogeneidad, no supere
el 25% de la longitud total de fachada del tramo co-
rrespondiente.

El propio planeamiento urbanístico habrá de pro-
poner el acotamiento de los tramos de fachada ma-
rítima cuyo tratamiento homogéneo se proponga
obtener mediante las actuaciones edificatorias pa-
ra las que se solicite autorización.

3. En los núcleos que han sido objeto de una de-
claración de conjunto histórico o de otro régimen
análogo de especial protección serán de aplicación
las medidas derivadas de dicho régimen con prefe-
rencia a las contenidas en esta Ley”.

Asimismo, la disposición transitoria 9ª.3 del Re-
glamento para el desarrollo y ejecución de la Ley
de Costas, aprobado por Real Decreto 1.471/1989,
de 1 de diciembre, señala que “a los efectos de la
aplicación del apartado 1 anterior, sólo se conside-
rará como suelo urbano el que tenga expresamente
establecida esta clasificación en los instrumentos de
ordenación vigentes en la fecha de entrada en vigor
de la Ley de Costas, salvo que se trate de áreas ur-
banas en que la edificación estuviera consolidada
o los terrenos dispusieran de los servicios exigidos
en la legislación urbanística en la citada fecha y la
Administración urbanística competente les hubie-
ra reconocido expresamente ese carácter”. Por tan-
to, no es preciso el reconocimiento del suelo urba-
no o del asentamiento rural en el planeamiento
vigente a la entrada en vigor de la Ley de Costas,
sino que reúna las características fácticas para ser
clasificado como tal, de forma que, acreditada la con-
currencia de dichas características por el respecti-
vo Ayuntamiento, el órgano autonómico compe-
tente reconozca dicha situación fáctica, en cuanto
se está tratando la clasificación del suelo y la mis-
ma corresponde (en el procedimiento bifásico de apro-
bación del planeamiento) a la Administración
autonómica.

Conforme al artículo 79.a) del Texto refundido
de la Ley sobre Régimen del Suelo y Ordenación
Urbana, aprobado por Real Decreto 1.346/1976, de
9 de abril -vigente a la entrada en vigor de la refe-
rida Ley de Costas el 29 de julio de 1988-, el suelo
urbano tenía naturaleza reglada y se definía -con-
forme al criterio estático- en los siguientes térmi-
nos:

“a) Los terrenos a los que el Plan incluya en esa
clase por contar con acceso rodado, abastecimien-
to de agua, evacuación de aguas y suministro de ener-
gía eléctrica, o por estar comprendidos en áreas
consolidadas por la edificación al menos en dos
terceras partes de su superficie, en la forma que
aquél determine”. Para la clasificación de suelo ur-
bano en los municipios carentes de Plan General de
Ordenación, el artículo 81.2 de la misma norma es-
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tablecía el mismo criterio de transformación por la
urbanización (urbanización primaria), pero rebaja-
ba el porcentaje en el criterio de consolidación por
la edificación a la mitad de la superficie del área co-
rrespondiente.

De otro lado, el suelo rústico de asentamiento ru-
ral aparece definido en el artículo 55.c).1) del Tex-
to refundido de las Leyes de Ordenación del Terri-
torio de Canarias y de Espacios Naturales de Canarias,
aprobado por Decreto Legislativo 1/2000, de 8 de
mayo: “Dentro del suelo que se clasifique como
rústico el planeamiento, de conformidad y en apli-
cación de los criterios que se fijen reglamentaria-
mente, establecerá todas o algunas de las siguien-
tes categorías:

c) Cuando en los terrenos existan formas tradi-
cionales de poblamiento rural y de acuerdo con los
criterios de reconocimiento y delimitación que pa-
ra cada comarca establezca el planeamiento insu-
lar:

1) Suelo rústico de asentamiento rural, referido
a entidades de población existentes con mayor o me-
nor grado de concentración, generalmente sin vin-
culación actual con actividades primarias, cuyas
características no justifiquen su clasificación y tra-
tamiento como suelo urbano, de acuerdo con los cri-
terios que establezcan las Normas Técnicas del Pla-
neamiento Urbanístico”.

La realidad demuestra que son muchos los asen-
tamientos rurales que cuentan con la urbanización
primaria propia del suelo urbano o bien están con-
solidados por la edificación en la misma superficie
exigida para dicha clase de suelo, si bien han sido
clasificados y categorizados como tales por encon-
trarse en un entorno rural y haber querido el legis-
lador -Directriz de Ordenación General 63- preser-
varlos de un desarrollo propio de la ciudad. A estos
efectos, deben considerarse equivalentes los terre-
nos que cuenten con tales características, indepen-
dientemente de su clasificación y del entorno en que
se sitúen, sobre todo considerando la reciente Ley
8/2007, de 28 de mayo, de suelo, en cuya exposi-
ción de motivos -apartado I, párrafo 6º- se anuncia
que el legislador estatal no es competente para es-
tablecer las clases de suelo, al tratarse de una téc-
nica urbanística de competencia autonómica, por lo
que las referencias de la Ley de Costas a la clase de
suelo pierden hoy importancia, aunque no los requisitos
que entonces se exigían para la determinación del
suelo urbano o de las áreas urbanas. Así se expre-
sa la Ley estatal: “Con independencia de las ven-
tajas que pueda tener la técnica de la clasificación
y categorización del suelo por el planeamiento, lo
cierto es que es una técnica urbanística, por lo que
no le corresponde a este legislador juzgar su opor-
tunidad. Además, no es necesaria para fijar los cri-
terios legales de valoración del suelo. Más aún,

desde esta concreta perspectiva, que compete ple-
namente al legislador estatal, la clasificación ha
contribuido históricamente a la inflación de los va-
lores del suelo, incorporando expectativas de reva-
lorización mucho antes de que se realizaran las
operaciones necesarias para materializar las deter-
minaciones urbanísticas de los poderes públicos y,
por ende, ha fomentado también las prácticas es-
peculativas, contra las que debemos luchar por im-
perativo constitucional”.

II

Por su parte, la disposición transitoria 4ª de la
citada Ley de Costas es del siguiente tenor literal:

“1. Las obras e instalaciones construidas con an-
terioridad a la entrada en vigor de la presente Ley,
sin la autorización o concesión exigible con arre-
glo a la legislación de costas entonces vigente, se-
rán demolidas cuando no proceda su legalización por
razones de interés público.

2. En las obras e instalaciones legalizadas con-
forme a lo previsto en el apartado anterior, así co-
mo en las construidas o que puedan construirse al
amparo de licencia municipal y, cuando fuera exi-
gible, autorización de la Administración del Esta-
do otorgada con anterioridad a la entrada en vigor
de esta Ley, que resulten contrarias a lo estableci-
do en la misma, se aplicarán las siguientes reglas:

a) Si ocupan terrenos de dominio público marí-
timo-terrestre, serán demolidas al extinguirse la
concesión.

b) Si se emplazan en la zona de servidumbre de
tránsito, no se permitirán obras de consolidación,
aumento de volumen, modernización o incremen-
to de su valor de expropiación, pero sí las peque-
ñas reparaciones que exijan la higiene, ornato y
conservación previa autorización de la Adminis-
tración del Estado. Ésta no se otorgará si no se ga-
rantiza cuando sea necesario la localización alter-
nativa de la servidumbre.

c) En el resto de la zona de servidumbre de pro-
tección y en los términos en que la misma se apli-
ca a las diferentes clases de suelo conforme a lo es-
tablecido en la disposición transitoria tercera, podrán
realizarse, previa autorización de los órganos com-
petentes de las Comunidades Autónomas o, en su
caso, de los Ayuntamientos, obras de reparación y
mejora, siempre que no impliquen aumento de vo-
lumen de las construcciones existentes y sin que el
incremento de valor que aquéllas comporten pue-
da ser tenido en cuenta a efectos expropiatorios. En
caso de demolición total o parcial, las nuevas cons-
trucciones deberán ajustarse íntegramente a las dis-
posiciones de esta Ley.”
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En desarrollo de esta previsión legal, el Regla-
mento para el desarrollo y ejecución de la Ley de
Costas establece en su disposición adicional duo-
décima, apartados 1 y 2: “1. Las obras e instalaciones
construidas con anterioridad a la entrada en vigor
de la Ley de Costas, sin la autorización o concesión
exigible con arreglo a la legislación de costas en-
tonces vigente serán demolidas cuando no proceda
su legalización por razones de interés público (Dis-
posición transitoria cuarta, 4, de la Ley de Costas).

2. El procedimiento para la legalización será el
que corresponda según la clase de autorización o con-
cesión de que se trate. La autorización competente
para resolver en cada caso deberá apreciar, moti-
vadamente, las razones que concurren para adoptar
una u otra resolución. Para la legalización, que po-
drá ser total o parcial, las razones de interés públi-
co deberán ser apreciadas por acuerdo entre las tres
Administraciones (estatal, autonómica y local), a cu-
yo efecto el órgano competente para dictar la reso-
lución recabará el informe de las otras Administra-
ciones, que se entenderá desfavorable a la legalización
si no se emite en el plazo de un mes”.

Si la legalización se refiere a edificaciones eje-
cutadas sobre el demanio marítimo-terrestre, la ins-
titución jurídica aplicable es la concesión dema-
nial y, en consecuencia, ha de tenerse en cuenta
asimismo lo dispuesto en la disposición transitoria
primera de la Ley 22/1988, apartados 1, 2 y 4: 

“1. En virtud de lo dispuesto en el artículo 132.2
de la Constitución, los titulares de espacios de la zo-
na marítimo-terrestre, playa y mar territorial que hu-
bieran sido declarados de propiedad particular por
sentencia judicial firme anterior a la entrada en vi-
gor de la presente Ley pasarán a ser titulares de un
derecho de ocupación y aprovechamiento del dominio
público marítimo-terrestre, a cuyo efecto deberán
solicitar la correspondiente concesión en el plazo de
un año a contar desde la mencionada fecha. La con-
cesión se otorgará por treinta años, prorrogables
por otros treinta, respetando los usos y aprovecha-
mientos existentes, sin obligación de abonar canon,
y se inscribirá en el Registro a que se refiere el ar-
tículo 37.3.

2. Los terrenos de la zona marítimo-terrestre o
playa que no hayan podido ser ocupados por la Ad-
ministración al practicar un deslinde anterior a la en-
trada en vigor de esta Ley, por estar amparados por
los títulos a que se refiere el artículo 6.3 de la Ley
de Costas de 26 de abril de 1969, quedarán sujetos
al régimen establecido en la presente Ley para la uti-
lización del dominio público, si bien los titulares ins-
critos podrán solicitar, en el plazo de un año, a con-
tar desde la entrada en vigor de esta Ley, la legalización
de usos existentes, mediante la correspondiente
concesión, en los términos de la disposición tran-
sitoria cuarta.

Asimismo, tendrán preferencia, durante un pe-
ríodo de diez años, para la obtención de los dere-
chos de ocupación o aprovechamiento que, en su ca-
so, puedan otorgarse sobre dichos terrenos. Todo ello
sin perjuicio de las acciones civiles que aquéllos pue-
dan ejercitar en defensa de sus derechos.

(...)

4. En los tramos de costa en que esté completa-
do el deslinde del dominio público marítimo-te-
rrestre a la entrada en vigor de esta Ley, pero haya
de practicarse uno nuevo para adecuarlo a las ca-
racterísticas establecidas en aquélla para los distintos
bienes, los terrenos que resulten comprendidos en-
tre la antigua y la nueva delimitación quedarán su-
jetos al régimen establecido en el apartado prime-
ro de esta disposición, computándose el plazo de un
año para la solicitud de la concesión a que el mis-
mo se refiere a partir de la fecha de aprobación del
correspondiente deslinde.”

Esta norma se completa con lo establecido en la
disposición transitoria primera del Reglamento de
Costas, que se expresa en los siguientes términos:

“1. En virtud de lo dispuesto en el artículo 132.3
de la Constitución, los titulares de espacios de la zo-
na marítimo-terrestre, playa y mar territorial que hu-
bieran sido declarados de propiedad particular por
sentencia judicial firme anterior a la entrada en vi-
gor de la Ley de Costas pasarán a ser titulares de
un derecho de ocupación y aprovechamiento del
dominio público marítimo-terrestre, a cuyo efecto
deberán solicitar la correspondiente concesión en el
plazo de un año a contar desde la mencionada fe-
cha. La concesión se otorgará por treinta años, pro-
rrogables por otros treinta, respetando los usos y apro-
vechamientos existentes, sin obligación de abonar
canon, y se inscribirá en el Registro a que se refie-
ren los artículos 37.3 de la Ley de Costas y 79.3 de
este Reglamento (Disposición transitoria primera de
la Ley de Costas).

2. Transcurrido el plazo previsto en el apartado
anterior sin que se haya solicitado la concesión, la
misma se otorgará de oficio por el Ministerio de Me-
dio Ambiente, salvo renuncia expresa del interesa-
do.

3. La concesión se otorgará con arreglo a lo pre-
visto en la Ley de Costas, aunque limitada a los usos
y aprovechamientos existentes a la entrada en vi-
gor de la misma, quedando el resto de la superficie
de antigua propiedad privada sujeto al régimen ge-
neral de utilización del dominio público marítimo-
terrestre. La prórroga por un nuevo plazo de trein-
ta años deberá ser solicitada por el interesado, dentro
de los seis meses anteriores al vencimiento, y se otor-
gará salvo que la concesión estuviere incursa en ca-
ducidad.
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4. El anterior propietario tendrá derecho prefe-
rente, durante un período de sesenta años, para la
obtención de las concesiones para nuevos usos o apro-
vechamientos que puedan otorgarse sobre la totali-
dad de la superficie de antigua propiedad privada.
Dichas concesiones se ajustarán íntegramente a lo
previsto en la Ley de Costas y en este Reglamento,
incluyendo la limitación de plazo y la obligación de
abonar canon. La preferencia para la obtención de
estas concesiones podrá instrumentarse mediante cual-
quiera de las modalidades previstas en la disposi-
ción transitoria segunda, apartado 4, de este Re-
glamento.”

Dicho límite temporal no ha sido interpretado li-
teralmente por la Administración del Estado, pues
en el Dictamen de la Abogacía del Estado, de 21 de
julio de 2005 [JUR 2007\351436] -apartado I, B),
último párrafo-, se dice que “en suma, y a modo de
recapitulación de todo lo dicho, en el supuesto a que
se refiere la disposición transitoria primera, apar-
tado 1, de la LC, considera este Centro Directivo
que el plazo de la concesión demanial ha de con-
tarse desde la fecha de otorgamiento del título con-
cesional, tanto en la hipótesis de que se hubiese so-
licitado aquélla en el plazo establecido para ello (un
año desde que entró en vigor la LC) como la hipó-
tesis de que el interesado hubiese solicitado la con-
cesión transcurrido el referido plazo (sin que la Ad-
ministración la hubiese otorgado de oficio) o de
que, cumpliendo el deber que incumbe a la misma,
la Administración la hubiese otorgado de oficio por
haber transcurrido el repetido plazo sin haberla so-
licitado el interesado”. Resulta asimismo de interés
el apartado II del referido Dictamen, que relaciona
el contenido de las disposiciones transitorias primera
y cuarta de la Ley de Costas, siendo aplicable a am-
bas el plazo de un año que sólo contempla la pri-
mera, y que se contará, si se practica un nuevo des-
linde, a partir de la aprobación del mismo, si bien
se hace una interpretación flexible de dicho requi-
sito temporal, dado el carácter compensatorio o in-
demnizatorio de la concesión demanial a otorgar en
lugar del previo derecho de propiedad.

III

La protección del dominio público marítimo-te-
rrestre como elemento teleológico de la Ley de Cos-
tas y que se basa en el título competencial del Es-
tado sobre protección del medio ambiente (artículo
149.1.23ª de la Constitución) se compatibiliza, se-
gún el Tribunal Constitucional, con la ordenación
del territorio y del litoral que corresponde a las Co-
munidades Autónomas, habiéndose expresado en tal
sentido en su Sentencia nº 149/1991, de 4 de julio
-FJ I, A) “in fine”-: “Hay que entender, por tanto,
como conclusión, que todas las Comunidades cos-
teras competentes para la ordenación del territorio
lo son también para la del litoral, como sin duda han
entendido también los autores de la Ley de Costas,

en cuyo artº. 117 se hace una referencia genérica a
todo planeamiento territorial y urbanístico “que or-
dene el litoral”, concepto este último, por lo demás,
cuya precisión no está exenta de considerables di-
ficultades, que aquí podemos obviar, ya que a los
efectos de esta Ley, incluye al menos la ribera del
mar y sus zonas de protección e influencia”.

IV

Sin perjuicio de la habilitación que la Ley de Cos-
tas confiere a la Administración del Estado para la
modificación de los deslindes ya aprobados, en la
práctica dichas decisiones administrativas suponen
una merma de la confianza legítima de los ciuda-
danos de nuestras islas en la perpetuación de situa-
ciones patrimoniales que se han mantenido con pos-
terioridad a la entrada en vigor de la Ley de Costas,
con deslindes vigentes y favorables a tales situaciones.

Los deslindes aprobados o las actas de apeo prac-
ticadas por la Administración del Estado y los jui-
cios favorables emitidos por la misma en base a di-
chos actos han motivado la aprobación de
planeamientos generales de los municipios que re-
conocen aprovechamientos privados próximos al
litoral que, una vez materializados, se ven inclui-
dos en el dominio público marítimo-terrestre, o en
las zonas de servidumbre, con la consiguiente con-
sunción de riqueza para sus propietarios o, cuando
menos, limitaciones de facultades de propiedad,
que tales novaciones administrativas comportan.

Esta situación ha motivado la protesta unánime
de los colectivos de ciudadanos afectados por la ac-
tuación de la Administración estatal, los cuales de-
mandan una mayor seguridad jurídica en el mante-
nimiento de su patrimonio.

Coincidente con esta situación, se aprecia la exis-
tencia en el litoral de núcleos inmemoriales repre-
sentativos de valores culturales y etnográficos pro-
pios de las islas que deben ser considerados en la
protección y conservación del demanio marítimo-
terrestre.

Ello no supone una confrontación con las exigencias
de legalidad en la protección del medio ambiente,
a la cual coadyuvará la Administración de la Comunidad
Autónoma de Canarias mediante la adopción de las
medidas de disciplina urbanística que resulten pro-
cedentes.

Artículo 1.- Se añade una nueva disposición adi-
cional al Texto refundido de las Leyes de Ordena-
ción del Territorio de Canarias y de Espacios Na-
turales de Canarias, aprobado por Decreto Legislativo
1/2000, de 8 de mayo, en los siguientes términos:

“Decimotercera. 1. A los efectos de la aplicación
del régimen transitorio de la Ley de Costas, se con-
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siderarán áreas urbanas, con independencia de la exis-
tencia o no de instrumento de ordenación sobre las
mismas y de la clase y categoría de suelo que en su
caso se estableciera, las que, a 29 de julio de 1988,
se encontraran en alguno de los siguientes supuestos:

a) Las que comprendan terrenos que cuenten con
acceso rodado, abastecimiento de agua, evacuación
de aguas y suministro de energía eléctrica.

b) Las que comprendan terrenos consolidados por
la edificación al menos en dos terceras partes de su
superficie, si el municipio en el que se ubicara tu-
viera en esa fecha planeamiento general en vigor.

c) Las que comprendan terrenos consolidados
por la edificación al menos en la mitad de su superficie,
si el municipio en el que se ubicara el asentamien-
to no tuviera en esa fecha planeamiento general en
vigor.

2. Dicha declaración se efectuará por el órgano
autonómico que se determine reglamentariamente,
a iniciativa del Cabildo o del Ayuntamiento com-
petente, que aportará los medios de prueba que sir-
van de motivación al correspondiente acto.”

Artículo 2.- Se añade una nueva disposición adi-
cional al Texto refundido de las Leyes de Ordena-
ción del Territorio de Canarias y de Espacios Na-
turales de Canarias, aprobado por Decreto Legislativo
1/2000, de 8 de mayo, en los siguientes términos:

“Decimocuarta. La Administración urbanística ac-
tuante fijará el límite interior de la zona de servi-
dumbre de protección del dominio público maríti-
mo-terrestre y establecerá la ordenación de los
terrenos comprendidos en la misma, teniendo en cuen-
ta la línea de ribera del mar que a tal efecto le co-
munique la Administración del Estado, comunica-
ción que irá acompañada del correspondiente proyecto
técnico y expediente administrativo.”

Artículo 3.- Se añade una nueva disposición adi-
cional al Texto refundido de las Leyes de Ordenación
del Territorio de Canarias y de Espacios Naturales de
Canarias, aprobado por Decreto Legislativo 1/2000,
de 8 de mayo, en los siguientes términos:

“Decimoquinta. 1. La Consejería competente en
materia de ordenación del territorio y urbanismo for-
mulará un censo de edificaciones que, ubicadas en
el demanio marítimo-terrestre y en sus zonas de
servidumbre de tránsito y servidumbre de protec-
ción, tengan un valor etnográfico, arquitectónico o
pintoresco, debiendo valorarse su antigüedad, inte-
gración en el litoral y finalidad social, al objeto de
su consideración en el otorgamiento de concesio-
nes y autorizaciones que puedan solicitar los titu-
lares de las mismas al amparo de la disposición
transitoria cuarta de la Ley de Costas.

2. La inclusión en el censo requerirá el compro-
miso del titular de la edificación o, en su defecto,
del Ayuntamiento respectivo, de instalación de los
servicios urbanísticos básicos en el área en que se
ubique la misma, especialmente del sistema de eva-
cuación de aguas residuales que impida su vertido
incontrolado al mar.

3. El censo se aprobará mediante Decreto del
Consejo de Gobierno, a propuesta de la Consejería
competente en materia de ordenación del territorio
y urbanismo y a iniciativa de los respectivos Ayun-
tamientos, que deberán remitir la relación de edifi-
caciones, los compromisos a que se refiere el apar-
tado anterior y el proyecto de urbanización primaria
del área, en el plazo de un año a partir de la entra-
da en vigor de la presente norma.”

DISPOSICIÓN FINAL

Única.- La presente Ley entrará en vigor al día
siguiente de su publicación en el Boletín Oficial de
Canarias.

Por tanto, mando a los ciudadanos y a las auto-
ridades que la cumplan y la hagan cumplir.

Santa Cruz de Tenerife, a 6 de mayo de 2009.

EL PRESIDENTE,
Paulino Rivero Baute.

Consejería de Presidencia, 
Justicia y Seguridad

705 CORRECCIÓN de errores del Decreto 245/2008,
de 23 de diciembre, por el que se modifica la
relación de puestos de trabajo de la Conseje-
ría de Presidencia, Justicia y Seguridad (B.O.C.
nº 1, de 2.1.09).

Advertidos errores en el texto remitido para la
publicación del Decreto 245/2008, de 23 de diciem-
bre, por el que se modifica la relación de puestos de
trabajo de la Consejería de Presidencia, Justicia y Se-
guridad, publicado en el Boletín Oficial de Canarias
nº 1, de 2 de enero de 2009, es preciso proceder a su
corrección en el sentido siguiente:

En el anexo I Puestos de Nueva Creación (pági-
na 7) y en el anexo VI Texto Refundido (página 47),
en el puesto de trabajo identificado con el nº 11659810
“Jefe Servicio de Asuntos Generales y Acción Social”,
adscrito a la Dirección General de la Función Públi-
ca, en el apartado “Méritos preferentes”:

Donde dice: “Licenciado en Derecho”

Debe decir: “Exp. 2 años en contratación admi-
nistrativa”.
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